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V
ivimos tiempos convulsionados en México. Desde los años 
ochenta hemos seguido una ruta de desgaste y retroceso en 
las instituciones que deberían hacer funcionar el aparato 

estatal en aras del progreso, desarrollo y avance del país, acorde con 
las necesidades más apremiantes de la sociedad mexicana.

Entre las causas más sobresalientes que han propiciado lo anterior, 
podemos señalar las siguientes:

La actividad política se ha corrompido, en gran parte, porque 
la “élite política” en nuestro país, eufemísticamente llamada 
“clase política”, siempre ha gobernado en acato a los intereses 
de la oligarquía. Desde los tiempos de la metrópoli española 
se actuó obedeciendo sumisa y servilmente al igual que ahora 
frente a los intereses dictados por el “consenso de Washing­
ton”, derivando con ello en el alejamiento de los pobres, de los 
de abajo, ahondando, profundizando la pobreza de la mayoría 
de la población (60 millones), en contraste con el enriqueci­
miento de los menos y, entre ellos, sobresaliendo unos 30 po­
derosos, incluyendo al más rico del mundo. ¡Mayor contraste 
y contradicción no podemos encontrar en otro país!
¿Qué hacer? No tratamos de analogar de ninguna manera 
la pregunta que se hacía V. I. Lenin antes de la revolución 
de 1917 en la Rusia zarista, puesto que las circunstancias 
que influyeron en su formulación, aunque no radicalmen­
te, fueron distintas a los tiempos que hoy vivimos. Sin em­
bargo, cobra importante actualidad y se vale su utilización:
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EDITORIAL

¿qué hacer? Estamos obligados a realizar todo lo que sea necesa­
rio para la transformación progresista de la sociedad mexicana. 
De alguna manera, debemos iniciar el análisis de la política, la 
economía, el derecho, la educación, la cultura; encontrar en 
estos aspectos el camino para impulsar los cambios suficientes 
para consolidar una resistencia civil organizada contra los in­
tereses particulares de la oligarquía primitiva o criolla, que hoy 
impone su perfil dominante en todos los aspectos de la socie­
dad y, por supuesto, en obediencia a las instrucciones del gran 
poder centralista del más poderoso e insensible país del norte 
de nuestro continente.

En lo político, habría que considerar a “prima facie”, que no es por 
naturaleza lo más corrupto, lo más nefasto, lo más cruel, lo más men­
tiroso, lo más simulador.

Debemos dejar en claro lo que hacen los políticos, la clase políti­
ca; en todo caso es lo “no político”, es la perversión de la política, 
contrario a lo que sostenían los griegos, “el arte de gobernar”, el 
arte o disciplina del pensamiento humano, que tiene su objeto 
de estudio desde el campo de la filosofía política, adjunto a la 
ética política: ejercer el poder, mandando, obedeciendo, ¿para 
quién? Conducir a la sociedad a la solución de los problemas 
más importantes para alcanzar los objetivos de integración y con­
formación más justa y equitativa, que hagan posible la paz, la 
armonía, en una humana y sólida convivencia social.

La política hoy debe ser el arte y ciencia de gobernar con base en 
el diálogo, el debate, la discusión y consenso para llegar a acuer­
dos, requerido este carácter de la política desde el momento que 
aceptamos que la composición de toda sociedad es plural y com­
pleja, sobre la base de respetar la diversidad que la modernidad 
de las sociedades de hoy nos obliga.

Por lo anteriormente expuesto, es evidente que nos queda mucho 
por hacer.
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Algunas consideraciones epistemológicas 
para el conocimiento de “lo jurídico”

Emilio Nana Muñoz

ARGUMENTO CENTRAL

L
as formas de razonar “lo jurídico” se pueden contemplar a partir 
de debates epistémicos recientes desde perspectivas que repercu­
ten en lógicas de pensamiento diferenciadas.

Las perspectivas esencialista y constructivista son dos paradigmas que 
conceptualizan la “realidad jurídica” de diferente manera. Asentadas en la 
última, están las consideraciones de clase, raza, género y etnicidad.

Por un lado, la perspectiva esencialista sostiene que las cosas existen 
per se, es decir, que existen por sí mismas y, por lo tanto, son transhistó­
ricas e inmutables. Por el otro, la perspectiva construccionista sostiene 
que la realidad es producto de procesos históricos, culturales, econó­
micos y políticos. En este sentido, la clase, la raza y el género tienen 
incidencia en la configuración del campo de los saberes disciplinares y, 
específicamente, del campo jurídico.

De una u otra perspectiva, se derivan consecuencias sociopolíticas 
importantes. Veamos:
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ALGUNAS CONSIDERACIONES EPISTEMOLÓGICAS PARA EL CONOCIMIENTO DE “LO JURÍDICO’

criminalización. Los intereses protegidos a través del dere­
cho penal no son, por tanto, intereses comunes a todos los 
ciudadanos, b) la criminalidad en su conjunto es una rea­
lidad social creada a través del proceso de criminalización. 
La criminalidad y todo el derecho penal tienen siempre, en 
consecuencia, naturaleza política. La referencia a la pro­
tección de determinados órdenes políticos y económicos, 
al conflicto entre grupos sociales, no es exclusiva de un 
pequeño número de delitos “artificiales” (p. 123).

A mayor abundamiento, pero referido a las teorías jurídicas y a las rea­
lidades hermenéuticas que crean, Cáceres (2007) afirma que:

si desde una perspectiva teórica, las normas jurídicas son lo 
que los teóricos nos dicen que son y lo que podamos “ver” 
en el mundo como “normas jurídicas” está determinado 
por la teoría que adoptemos en un momento dado, no 
puede haber otra cosa sino las teorías mismas y lo que ellas 
nos permiten ver como normas (p. 67).

Podemos, con base en ello, concluir que “lo jurídico” está mediado 
por las creencias y valores que soportan los teóricos del derecho, y en 
esa medida, la ideología de clase se materializa en las normas y reglas 
jurídicas que generan.

2) Por tanto, siempre es parcial e interesado, nunca total y objetivo.
3) Varía de una persona a otra, debido a las diferencias de los papeles 

que encarnan y a sus situaciones sociales. Ello va de la mano con 
lo afirmado por Cáceres (2007), en el sentido de que, en la nue­
va filosofía de la ciencia, se llama “enfoque subjetivista”, según el 
cual “el conocimiento científico se construye a base de conjuntos 
de creencias que el individuo puede justificar de alguna manera. 
Las teorías científicas son fundamentalmente propiedades de los 
científicos en cuanto individuos y residen en las mentes de éstos” 
(p. 24). Lo cual implica un posicionamiento teórico-epistémico, 
de manera implícita o explícita, desde el cual se indaga lo jurídico. 
Cáceres (2007) las concibe como “realidades hermenéuticas”.

4) Las relaciones de poder siempre influyen en ese conocimiento, 
sea cual sea el punto de vista desde el que se descubra: el de los 
dominantes o el de los subordinados. Las consideraciones rela­
cionadas al colonialismo jurídico, como mecanismo ideológico 
impuesto desde concepciones eurocéntricas y de raza, han sido 
un obstáculo para la comprensión de formas de pensar lo jurídi­
co desde lo local y contextual.
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Apuntes para una exégesis 
de los derechos humanos

Oscar Altamirano Piña

INTRODUCCIÓN

El título del presente ensayo resulta muy ambicioso, porque exige 
una reflexión exhaustiva de los derechos humanos. Sin embargo, 
el tiempo, los espacios de escritura disponibles y la necesaria 

brevedad de los textos jurídicos, obligan a limitar el trabajo a sólo la 
realización de algunos apuntes que abonen a la reflexión sobre los de­
rechos humanos.

El escrito que se propone tiene como objetivo principal ofrecer al­
gunas reflexiones en torno a la exégesis mínima de los derechos hu­
manos. Para alcanzarlo, el texto se divide en dos partes: en la primera, 
se esbozan algunos apuntes acerca de una concepción de exégesis y de 
interpretación, tratando de sentar las bases a partir de las cuales se efec­
túan algunas reflexiones.

En la segunda parte, se intenta llevar a cabo una exégesis básica de 
los derechos humanos, a partir del artículo primero de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos.

En un primer apartado, se oferta una reflexión sobre el corpus iuris 
de los derechos humanos, es decir, se trata de ubicar la norma en la que 
se ubican los derechos humanos, a partir de la cual se puede iniciar una 
exégesis básica. El segundo elemento que se aborda es el concepto de
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APUNTES PARA UNA EXÉGESIS DE LOS DERECHOS HUMANOS

Visto así, el bien de la comunidad política no es un bien diverso del 
bien propio de los individuos, aisladamente considerados, pues el bien del 
sujeto depende de su realización comunitaria, es decir, el lugar de su reali­
zación está en la sociedad política, lo que implica la no incompatibilidad 
entre un bien y otro.

Finalmente, se puede advertir que los bienes de que son objeto los dere­
chos humanos, no son abstractos e ideales, sino que tienen una ordenación 
hacia su vigencia en la comunidad total, exigiendo su positivización y con­
creción con los medios a los que la comunidad tiene acceso.

No se debe perder de vista que la exigibilidad de positivización con 
vista a su concreción, se deriva del carácter de imprescindible de tales 
bienes, y tal carácter se deriva, a su vez, de la eficacia que ellos tienen 
para satisfacer, aun cuando sea parcialmente, las inclinaciones supremas 
de cada persona y de la sociedad.

Por otra parte, la exigibilidad de concreción del bien es en lo que consiste 
el carácter deóntico de los bienes que son objeto de los derechos humanos, 
pues antes de la exigibilidad está su descubrimiento por parte de la razón 
práctica, a partir del principio supremo operativo (hacer el bien y evitar el 
mal), y enseguida el acto libre que lo elige, por bueno, y por hallarlo bueno 
lo encuentra debido o, por lo menos, aconsejable o estimable.

Entonces, un bien contenido por los derechos humanos es exigible por 
ser bueno para la realización del individuo, en su dimensión particular y 
social, y por ser elegible para el mismo fin.

Un problema diferente es aquel que hace mención a la determinación 
de los bienes específicos a los que se refieren los derechos humanos y 
que constituyen un proyecto en común, razón por la que se les reconoce 
como bien común. En otras palabras, se trata de determinar cuáles son los 
derechos humanos que se fúndan en la dignidad humana, entendida ésta 
en el sentido apuntado arriba, y que garantizan el desarrollo pleno de los 
humanos, individual y socialmente considerados.

El problema plantea ciertas limitantes: se trata de determinar cuáles 
son los derechos subjetivos, bienes comunes o derechos, que objetivamen­
te pueden ser imputados a los individuos y solamente a ellos. Asimismo, 
se busca encontrar los derechos que efectivamente están fundados en la 
dignidad humana, al tiempo que constituyan aspiraciones supremas de la 
humanidad, que proporcionen eficazmente la plenitud que ésta pretende al 
alcanzarlos y que sean susceptibles de ser elegibles por su propia bondad.

Significa, entonces, que tales derechos, para que posean el carácter de 
principios fundamentales que se les atribuye, deben tener las siguientes 
cualidades:

a) Que sean imputables a los humanos y solamente a ellos.
b) Que sean un proyecto común a toda la sociedad 

(aspiración suprema).
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APUNTES PARA UNA EXÉGESIS DE LOS DERECHOS HUMANOS

Artículo 13: Derecho a la libre circulación y a la emigración.
Artículo 18: Derecho a la libertad de pensamiento, conciencia 

y religión.
Artículo 19: Derecho a la libertad de opinión y de expresión.
Artículo 20: Derecho a la libertad de reunión y de asociación 

pacífica.
c) Las garantías jurídicas

Artículo 6: Reconocimiento de las personas como sujetos 
de derecho.

Artículo 7: La igualdad ante la ley.
Artículo 8: El derecho a recurrir ante los tribunales.
Artículo 9: Contra las detenciones, encarcelamientos o 

destierros arbitrarios.
Artículo 10: Derecho a ser oído por un tribunal imparcial.
Artículo 11: Derecho a la presunción de inocencia.
Artículo 12: Contra las injerencias del Estado en la vida privada.
Artículo 14: Derecho de asilo.
Artículo 15: Derecho a una nacionalidad.

d) Los derechos políticos
Artículo 21: Derecho a participar en el gobierno directamente 

o a través de representantes libremente escogidos.
Artículo 28: Derecho a un orden internacional respetuoso con 

los derechos humanos.
e) Los derechos socioculturales

Artículo 16: Derecho al matrimonio.
Artículo 26: Derecho a la educación.
Artículo 27: Derecho a la cultura y al progreso científico.

f) Los derechos socioeconómicos
Artículo 17: Derecho a la propiedad, tanto individual como 

colectiva.
Artículo 22: Derecho a la seguridad social y, en general, 

a una economía digna.
Artículo 23: Derecho al trabajo y a una remuneración 

equitativa.
Artículo 24: Derecho a tiempo libre, incluyendo vacaciones 

pagadas.
Artículo 25: Derecho a un nivel de vida adecuado.

g) Deberes y mandatos
Artículo 29: Deberes del individuo hacia la comunidad.
Artículo 30: La Declaración nunca puede interpretarse en contra 

de los derechos que proclama.
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OSCAR ALTAMIRANO PINA

CLASIFICACIÓN POR TEMAS

a) Derechos inherentes a la persona
Artículos 1 al 7: igualdad en dignidad, en derechos y ante la ley; 
no discriminación por nacionalidad; derecho a la vida, la liber­
tad y la seguridad; prohibición de la esclavitud y de la tortura; 
reconocimiento de la personalidad jurídica del individuo.

b) Derechos que garantizan la seguridad de la persona 
Artículos 8 al 12 y 14: derecho a la protección jurídica; a un 
juicio justo por un tribunal independiente e imparcial; a no ser 
detenido arbitrariamente; a ciertas garantías jurídicas como la 
presunción de inocencia; a la intimidad; al asilo frente a la perse­
cución en el propio país.

c) Derechos relativos a la vida política del individuo
Artículos 18 al 21: libertad de pensamiento, opinión y asociación; 
derecho a participar en el gobierno, la administración y, mediante 
elecciones, en el fundamento de la autoridad del propio país.

d) Derechos económicos y sociales
Artículos 17 y 22 al 27: derecho a la propiedad, individual y co­
lectiva; a la seguridad social, al trabajo, a una remuneración equi­
tativa, que permita a la persona vivir con dignidad, y a la creación 
de sindicatos y a sindicarse; al descanso y a vacaciones pagadas; a 
un nivel de vida que asegure su bienestar y protección frente a las 
enfermedades, vejez, u otros impedimentos independientes de su 
voluntad; a la participación en la vida cultural de la comunidad.

e) Derechos relativos a la vida jurídica y social de los individuos 
Artículos 13, 15 y 26: derecho a la libre circulación y residencia 
dentro del propio país, y a abandonarlo y volver a él; a tener una 
nacionalidad y conservarla; y a la educación.

f) Otros derechos
Artículos 28 al 30: se refieren a los derechos relativos al estableci­
miento de un orden internacional en que se hagan efectivos tales 
derechos; a los deberes de toda persona hacia su comunidad; y a 
las limitaciones en el ejercicio de los derechos y libertades.

CONCLUSIONES

Al inicio del ensayo se llamó la atención sobre la necesidad de una 
primera lectura de un texto normativo, previa a la interpretación de su 
sentido, es decir, en el proceso de adjudicación del derecho se requiere 
de una mínima exégesis del escrito, a partir de la cual efectuar la labor 
interpretativa.

En razón de su dimensión semántica, no es aceptable omitir el ca­
rácter referencial e intencional del lenguaje, lo que resulta especialmen­
te relevante cuando se trata de textos referidos a derechos humanos.
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El concepto “bloque de constitucionalidad” 
aplicado a la reforma de la Constitución 

mexicana en materia de derechos humanos
María del Socorro Pérez Domínguez

Si se quiere permanecer en la tesis de una multiplicidad de comunidades 
jurídicas coordinadas entre sí y designadas como Estados, entonces debe 
renunciarse a la soberanía como propiedad del Estado, debe abandonarse el 
primado de un orden jurídico estatal particular; y dar paso a la idea de un 
orden jurídico internacional o Derecho de gentes que se halle por encima de 
todos los Estados, merced al cual éstos se coordinan, y que sea el que delimite 
sus esferas de competencia; en suma, hay que dar paso a la idea del primado 
del orden jurídico internacional...

Hans Kelsen

I. INTRODUCCIÓN

U
n enriquecido panorama intelectual se presenta a los profe­
sionales del derecho, a partir de la reforma constitucional pu­
blicada en la Gaceta de diez de junio de dos mil once. Es tal 

el atractivo de la cascada de acontecimientos jurídicos ocurridos en el 
breve lapso de siete meses, que resulta casi imposible no sentirse inter­
pelada por la nueva realidad que nos convoca al análisis. Por esta razón, 
me atrevo a participar de la lectura colectiva de un fenómeno que ha 
producido 7a una importante consecuencia: la apertura de la décima 
época en la jurisprudencia mexicana.
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EL CONCEPTO “BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD” APLICADO 

A LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN MEXICANA EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS

Este artículo versa acerca de una cuestión novedosa en el derecho mexica­
no, pero no para el mundo jurídico: el concepto “bloque de constitucio- 
nalidad”. Mis pretensiones son modestas, pues no desconozco que me he 
interesado en una temática propia de la crema y nata de la intelectualidad 
jurídica; no obstante, me siento capaz de participar en este diálogo, por­
que concibo al conocimiento como un preguntar infinito, en el que cada 
quien formula sus propias interrogantes a este texto por descifrar que es 
la realidad, independientemente de cómo ésta se conciba.

Formularé a los escritos de que me valgo para desarrollar el tema, 
la siguiente pregunta: ¿es posible extrapolar al sistema legal mexicano 
ese concepto utilizado, desde hace varios años, en países como Francia, 
Colombia y Venezuela? En caso de contestarse de manera positiva, la 
siguiente interrogante sería: ¿cómo se integra ese bloque en el Estado 
mexicano?

No hay duda de que la reforma a la Constitución y el cumplimiento 
a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante cidh) en el caso Rosendo Radilla Pacheco, trastocan viejos pa­
radigmas de nuestro sistema de derecho, como es el modelo de control 
concentrado de constitucionalidad que tradicionalmente ha operado 
en nuestro país.

El Estado mexicano recién ingresa en el proceso de desarrollo del nue­
vo constitucionalismo, caracterizado por cartas fundamentales cuya co­
lumna vertebral son los derechos humanos. Es decir, sólo hasta la reforma 
de diez de junio de dos mil once, y la sucesiva interpretación de ésta por 
la Corte mexicana, es posible hablar de una Constitución moderna.

Propongo la hipótesis de que el concepto “bloque de constituciona­
lidad” es una herramienta útil para observar la realidad jurídica mexica­
na, a partir de la reforma constitucional de referencia, particularmente 
la de los artículos Io y 29 de la Carta fundamental, la sentencia de la 
cidh y la que pronunció nuestro Tribunal Constitucional, como creo 
que se le puede denominar ya a la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción (scjn). Al parecer, así lo comprendieron también los ministros que 
votaron a favor de cada uno de los criterios relativos a los tipos de con­
trol de constitucionalidad y de convencionalidad, que concurren en el 
sistema legal mexicano, en los que proporcionan lincamientos a todos 
los jueces del país acerca de la forma de operar en el control ex oficio y 
el control difuso de convencionalidad/constitucionalidad.
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LA PROMOCIÓN DEL ESTADO DE DERECHO EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL

En efecto, desde sus orígenes, el deseo y la determinación de la socie­
dad internacional por crear una nueva organización general, que reem­
plazara y sustituyera a la Sociedad de Naciones, estuvieron auspiciados, 
en gran medida, por la convicción de establecer un orden internacional 
basado en el derecho y no en el poder de algunos pocos Estados. Esto 
es, un orden internacional en el que el poder estatal estuviese sometido 
a un conjunto de normas y principios de naturaleza jurídica.

A pesar de que la Carta de las Naciones Unidas no hiciera referen­
cia expresa al principio del Estado de derecho o al Rule of Law, una 
lectura conjunta de los propósitos y principios de la Organización de 
las Naciones Unidas —enunciados en la Carta de San Francisco— nos 
sugiere que la concepción del orden internacional propuesta en ella 
estuvo basada en la preeminencia del derecho o el imperio de la ley, es 
decir, en la idea de que el ejercicio del poder de los Estados en el ámbito 
internacional debía estar sometido al derecho.

En este sentido, y como veremos a continuación, la lucha por pro­
mover la sumisión del poder de los Estados al derecho, dentro de la 
práctica de la Organización de las Naciones Unidas, giraría en torno a 
dos situaciones concretas: por un lado, se apostaría por la promoción 
de un modelo interno —en el ámbito internacional— desde la estruc­
tura institucional de las Naciones Unidas, y por otro, se postularía, ya 
en los albores del nuevo milenio, un modelo internacional propiamen­
te dicho de tal principio.

4. LA INTERNACIONALIZACIÓN

DE UN MODELO INTERNO EN LA PRÁCTICA

DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS

En el seno de la Organización de las Naciones Unidas, la preocupación 
expresa por el estudio del Estado de derecho —un modelo ampliamen­
te consolidado en el ámbito jurídico estatal interno— surgió, de forma 
sucesiva, en dos de sus grandes áreas de actuación: primero, en la de 
la protección internacional de los derechos humanos y, posteriormen­
te, en la de la promoción de la paz y de la seguridad internacionales; 
concretamente, en el ámbito de la consolidación de la paz en aquellas 
sociedades que habían padecido un conflicto armado.

En el contexto de la promoción y protección internacional de los 
derechos humanos, como es sabido, la Asamblea General de las Na­
ciones Unidas proclamó, a través de la Resolución 217 A (III), de 10 
de diciembre de 1948, la Declaración Universal de los Derechos Hu­
manos. En el preámbulo de la misma, se mencionaba, por primera vez 
en un documento emanado.de las Naciones Unidas, que el Estado de 
derecho constituía un elemento esencial para la protección de los dere­
chos humanos. A pesar de esta alusión expresa, y del valor instrumental 
dado por la Asamblea General a este principio, no se proporcionó una 
definición del Estado de derecho.
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Nuevo juicio sumario 
ante el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa
Adrián Ignacio Rodríguez Almeida

INTRODUCCIÓN

O
riginalmente, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo únicamente regulaba un procedimiento ordi­
nario o vía ordinaria. Sin embargo, mediante reforma publi­

cada en el Diario Oficial de la Federación (dof), el día 10 de diciembre 
de 2010, misma que inició su vigencia el día 7 de agosto de 2011, se 
adiciona el Capítulo xi, denominado Del Juicio en la Vía Sumaria, 
contenido específicamente en los artículos 58-1 a 58-15 de la referida 
ley, reforma que tiene como finalidad el que la justicia fiscal y adminis­
trativa sea más ágil y eficaz, cumpliendo con lo dispuesto por el artículo 
17 constitucional, al ser más pronta y expedita.

El juicio sumario que nos ocupa, presenta como característica esen­
cial que el procedimiento debe sustanciarse con plazos significativa­
mente menores a los del juicio en la vía ordinaria, así como también 
que las etapas procesales se desahogarán con el mínimo de actos indis­
pensables, y la sentencia se deberá dictar en el menor tiempo posible.

Otra característica que contempla la citada reforma, es que el trámite 
y la resolución del juicio sumario sean facultad exclusiva del magistrado 
instructor, lo que se traduce en que las sentencias no serán dictadas de 
manera colegiada sino unitaria, con el propósito de dar celeridad y en 
beneficio de la pronta impartición de justicia.
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i. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos 
fiscales autónomos, por las que se fije en cantidad líquida un 
crédito fiscal;

n. Las que únicamente impongan multas o sanciones, pecuniarias o 
restitutorias, por infracción a las normas administrativas federales; 

ni. Las que exijan el pago de créditos fiscales cuando el monto de los 
exigibles no exceda el importe citado; 

rv. Las que requieran el pago de una póliza de fianza o de una garantía 
que hubiere sido otorgada a favor de la federación, de organismos 
fiscales autónomos o de otras entidades paraestatales de aquélla, o 

v. Las recaídas a un recurso administrativo cuando la recurrida sea 
alguna de las consideradas en los incisos anteriores y el importe de 
esta última, no exceda el antes señalado.

Por otra parte, el precepto legal sujeto a estudio establece dos hipótesis 
para determinar la cuantía:

a) En los casos de los incisos i), ni) y v), sólo se considerará el cré­
dito principal sin accesorios ni actualizaciones.

b) Cuando en un mismo acto se contenga más de una resolución 
de las mencionadas anteriormente, no se acumulará el monto de 
cada una de ellas para efectos de determinar la procedencia del 
juicio sumario.

En relación con lo anterior, en caso de existir alguna resolución deri­
vada de una visita domiciliaria o revisión de gabinete, debe tenerse en 
consideración que el monto total de la determinación fiscal puede estar 
constituido por el crédito principal mas recargos y actualizaciones, lo que 
en ocasiones arroja una cantidad muy elevada, de donde aparentemente 
se pudiera desprender que el juicio de nulidad debiera tramitarse con 
arreglo a las disposiciones que regulan el procedimiento contencioso ad­
ministrativo en la vía ordinaria, por exceder los cinco salarios mínimos 
elevados al año; sin embargo, originalmente el crédito pudo ser por una 
cantidad mínima y con el transcurso de los años sufrió un incremento 
considerable con relación al mismo, motivo por el cual, aun y cuando la 
cuantía resulte ser superior al monto dispuesto por el artículo 58-2, es 
posible que nos encontremos ante un caso de juicio sumario, ya que el 
monto que deberá tomarse en consideración es sobre el importe históri­
co, sin contar los accesorios o actualizaciones que puedan resultar.

Asimismo, en el caso de créditos fiscales derivados de procedimien­
tos administrativos en materia aduanera por omisión de contribucio­
nes, es posible que se presente el supuesto de cantidades superiores a los 
cinco salarios mínimos elevados al año; sin embargo, habrá que tomar 
en cuenta que dichos créditos pueden estar integrados por la referida 
omisión, más multas, mismas que no se deben tomar en consideración 
para efectos de establecer el monto con relación al juicio sumario.
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Resulta de trascendental importancia observar lo anterior, ya que si 
no se identifica con exactitud el monto del crédito principal, pudiera 
promoverse un juicio en la vía ordinaria dentro de los 45 días hábiles 
siguientes a aquel en que surtió efectos la notificación de la resolución de­
finitiva, lo que, desde luego, pudiera generar la improcedencia del juicio 
de nulidad por extemporáneo, al estimarse por parte del tfjfa como acto 
consentido, ya que en realidad lo que correspondía era la impugnación a 
través de la vía sumaria dentro de los 15 días hábiles siguientes a aquel en 
que surtió efectos la notificación de la resolución correspondiente.

HIPÓTESIS EN LAS QUE EL JUICIO SUMARIO NO PROCEDE

Al continuar en este mismo tenor, y una vez estudiado y determina­
do en qué casos procede el juicio en la vía sumaria, resulta también 
importante y sustancial establecer cuáles son los supuestos en que no 
procede dicha vía, como son: cuando no se encuentre en alguno de 
los supuestos previstos en el artículo 58-2, en contra de reglas admi­
nistrativas de carácter general, en caso de sanciones económicas en 
materia de responsabilidades administrativas de los servidores públi­
cos o se trate de multas por infracciones a las normas en materia de 
propiedad intelectual.

TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL JUICIO SUMARIO

La demanda debe presentarse en la Oficialía de Partes de la Sala Regio­
nal competente o depositarse en la oficina de Correos de México del 
lugar donde resida el promovente, dentro de los 15 días siguientes a 
aquel en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada; 
adicional a ello, el promovente deberá manifestar su voluntad en el 
sentido de que el juicio se tramite en la vía sumaria, cumpliendo con 
los requisitos que para el juicio ordinario establece la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.

Previo a la admisión de la demanda, el magistrado instructor debe­
rá resolver sobre la procedencia de la vía sumaria y en caso de impro­
cedencia, ordenará que el juicio se siga conforme a las disposiciones 
de la vía ordinaria y emplazará a las otras partes, para que den con­
testación a la demanda en el plazo previsto por los artículos 18 y 19 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es 
decir, 45 días hábiles para la contestación y 20 para la ampliación de 
la demanda y su contestación.

SON PARTES EN EL JUICIO SUMARIO

En el juicio sumario son partes el particular, a quien afecta el acto admi­
nistrativo o a quien favorezca una resolución, la autoridad emisora de 
la resolución o ejecutora del acto administrativo, el titular de la depen-
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SENTENCIA

La sentencia dictada dentro del juicio sumario deberá pronunciarse den­
tro de los diez días siguientes a la fecha señalada para el cierre de la ins­
trucción, y resolverá en primer lugar sobre la procedencia del juicio y 
después sobre la pretensión de la parte actora, procediendo a declarar la 
nulidad del acto impugnado o la validez de la resolución impugnada.

EJECUCIÓN DE SENTENCIA

Si la sentencia ordena la reposición del procedimiento administrativo 
o realizar un determinado acto, la autoridad deberá cumplirla en un 
plazo que no exceda de un mes, contado a partir de que dicha senten­
cia haya quedado firme, de conformidad con el artículo 53 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

La sentencia definitiva queda firme cuando no admita en su contra 
recurso o juicio o admitiéndolo no fuere impugnada, o cuando, ha­
biéndolo sido, el recurso o juicio de que se trate haya sido desechado 
o sobreseído, o hubiere resultado infundado, y cuando sea consentida 
expresamente por las partes o sus representantes legítimos.

INCIDENTES

En este rubro, conforme a lo dispuesto por el artículo 58-7 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, los incidentes 
de acumulación de juicios y de recusación por causa de impedimento 
podrán promoverse dentro de los diez días siguientes a aquel en que 
surtió efectos la notificación del auto que tuvo por presentada la con­
testación de la demanda o, en su caso, la contestación a la ampliación.

El incidente de incompetencia sólo procederá en esta vía cuando sea 
hecho valer por la parte demandada o por el tercero, por lo que la Sala 
Regional en que se radique el juicio no podrá declararse incompetente 
ni enviarlo a otra diversa.

El incidente de acumulación sólo podrá plantearse respecto de expe­
dientes que se encuentren tramitando en esta misma vía.

Los incidentes de nulidad de notificaciones y de recusación de peri­
to, se deberán interponer dentro del plazo de tres días siguientes a aquel 
en que se conoció del hecho o se tuvo por designado al perito, respecti­
vamente, y la contraparte deberá contestar la vista en igual término.

RECURSOS DE RECLAMACIÓN

El recurso de reclamación en contra de las resoluciones del magistra­
do instructor, que admitan, desechen o tengan por no presentada la 
demanda, la contestación, la ampliación de ambas o alguna prueba,
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o bien, las que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio an­
tes del cierre de instrucción o aquellas que admitan o rechacen la 
intervención del tercero; así como el recurso de reclamación que se 
promueve en contra de las resoluciones que concedan, nieguen, mo­
difiquen o revoquen cualquiera de las medidas cautelares previstas en 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, debe­
rán interponerse dentro del plazo de cinco días siguientes a aquel en 
que surta efectos la notificación de la resolución correspondiente del 
magistrado instructor.

Una vez interpuesto cualquiera de los recursos antes mencionados, 
se ordenará correr traslado a la contraparte y esta última deberá expre­
sar lo que a su derecho convenga en un término de tres días, y sin más 
trámite, se dará cuenta a la Sala Regional en que se encuentra radicado 
el juicio, para que resuelva el recurso en un término de tres días.

RECURSO DE REVISIÓN

Conforme a lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley Federal de Pro­
cedimiento Contencioso Administrativo, las resoluciones emitidas 
por el Pleno, las Secciones de la Sala Superior o las Salas Regionales, 
que decreten o nieguen el sobreseimiento, las que dicten en términos 
de los artículos 34 de la Ley del Servicio de Administración Tribu­
taria y 6o de dicha ley, así como las que se dicten conforme a la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las sentencias 
definitivas que emitan, podrán ser impugnadas por la autoridad, a 
través de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica, o 
la entidad federativa coordinada en ingresos federales correspondien­
te, interponiendo el recurso de revisión ante el tribunal colegiado de 
circuito competente en la sede del Pleno, Sección o Sala Regional a 
que corresponda, mediante escrito que se presente ante la responsa­
ble, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que surta 
sus efectos la notificación respectiva.

Ahora bien, desde la reciente implementación del juicio sumario 
en materia fiscal, se han emitido diversas interpretaciones de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que son muy 
discrepantes con respecto a si procede o no el recurso de revisión fiscal 
en contra de las sentencias dictadas dentro de los procedimientos su­
marios, resultando que existen posturas que sostienen que en la refor­
ma a la citada ley, no está expresamente previsto dicho recurso, y otras 
consideran que debe admitirse el recurso de revisión por analogía a lo 
dispuesto para los juicios ordinarios.

Por otra parte, es importante señalar que los particulares siempre po­
drán impugnar una sentencia dictada por el tfjfa, a través del juicio de 
amparo directo, que será resuelto por un tribunal colegiado de circuito, 
sin importar si el asunto se tramitó en la vía sumaria u ordinaria.
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No obstante lo anterior, según lo resuelto por la Segunda Sala de la 
H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 390/2012, se determinó sostener como improcedente el recur­
so de revisión fiscal en los juicios sumarios, tal y como a continuación 
se transcribe:

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS 

DICTADAS EN FORMA UNITARIA POR LOS MAGISTRADOS INS­

TRUCTORES DE LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDE­

RAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN LOS JUICIOS 

CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS FEDERALES TRAMITADOS

en la vía sumaria. En el artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, el legislador 
federal estableció los supuestos de procedencia del recurso 
de revisión fiscal y dispuso que dicho medio de impugna­
ción procede contra sentencias emitidas por el Pleno, las 
Secciones de la Sala Superior o por las Salas Regionales del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que de­
creten o nieguen el sobreseimiento en los juicios de nulidad 
en que se controviertan resoluciones cuya cuantía exceda de 
3500 veces el salario mínimo general diario del área geográ­
fica correspondiente al Distrito Federal, vigente al momen­
to de su emisión, que sean de importancia y trascendencia 
y se refieran a las materias que en ese mismo precepto le­
gal se señalan, sin aludir a las sentencias dictadas por los 
Magistrados Instructores de dichas Salas Regionales en el 
juicio contencioso administrativo sumario previsto en los 
numerales 58-1 a 58-15 de la citada ley. Además, estableció 
que dicho juicio sumario procede contra resoluciones defi­
nitivas cuyo importe no exceda de 5 veces el salario mínimo 
general vigente en el Distrito Federal elevado al año al mo­
mento de su emisión, equivalentes a 1825 salarios mínimos, 
siempre que versen sobre cuestiones que el Ejecutivo y el 
legislador federales estimaron comunes, recurrentes y de re­
solución sencilla. De ahí que el recurso de revisión fiscal es 
improcedente contra sentencias pronunciadas en los juicios 
contenciosos administrativos tramitados en la vía sumaria, 
toda vez que sería un contrasentido que dicho recurso fue­
ra improcedente contra sentencias dictadas en los juicios 
ordinarios cuya cuantía fuera de 3499 salarios mínimos y 
versara sobre materias consideradas por el legislador como 
de especial importancia y trascendencia, y procediera para 
impugnar resoluciones definitivas pronunciadas en juicios 
sumarios de una cuantía menor, y que se refirieran a temas 
comunes, recurrentes y de poca trascendencia.
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Panorama de las corrientes 
iusfilosóficas actuales

Oscar Dena Romero

E
s propósito de este trabajo mostrar, en forma resumida, un cuadro 
general de las diversas orientaciones iusfilosóficas actuales, más allá 
de la tradicional división dicotómica entre las dos grandes corrien­

tes antagónicas representadas por el iusnaturalismo y el Iuspositivismo. 
La utilidad de esto, creemos, es que contribuye a despejar las dificultades 
con que los egresados de derecho se enfrentan, al iniciar algún curso de 
posgrado, sin tener siquiera una visión de conjunto, aunque fuese ele­
mental, del vasto universo de las teorías jurídicas y de sus exponentes, 
que conforman el pensamiento jurídico contemporáneo.

Este desconocimiento de la diversificación de las teorías jurídicas tie­
ne su origen en una mentalidad pragmatista, que ha ido permeando poco 
a poco la enseñanza del derecho hasta llegar a postergar los estudios es­
peculativos, para dar lugar a: “A mí enséñame cómo hacer una demanda, 
cómo contestarla o cómo formular unos agravios, pero no me enseñes 
teorías”. Esta mentalidad, de suyo ya muy enquistada en las escuelas de 
derecho, es, también, en buena parte, una de las razones que nos explica 
este desconocimiento del panorama teórico-filosófico del derecho, tan 
necesario para emprender con éxito estudios de posgrado.

En vista de lo anterior y con la intención de colmar esa laguna por 
falta de información, presentamos en estas breves páginas una resumida 
taxonomía de las orientaciones iusfilosóficas actuales, que han surgido
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I. ANTECEDENTES

1. El asunto que se me consulta se originó por medio de una de­
manda que Mark Winston presentó el día 8 de enero de 2011, 
ante un juez civil del Distrito Federal, México, en contra de 
Max’s Helicopters, expresando que el domicilio del demandado 
se encuentra en el 1600 Pennsylvania Avenue, NW, en Washing­
ton, D.C., en Estados Unidos de América. Se demandó, como 
prestación principal, el pago derivado de la responsabilidad civil 
que ocasionó la muerte de diversas personas.

Expuso que los hechos de la demanda se fundan en un accidente ocu­
rrido en un lugar de Chihuahua, en el que participó un helicóptero y 
donde fallecieron siete personas.

De acuerdo a los datos que se me proporcionaron, el demandado 
proporcionó mantenimiento a ese helicóptero, resultando que la em­
presa demandada no empleó las partes o refacciones necesarias para 
cumplir con los requerimientos mecánicos del helicóptero, lo cual pro­
vocó la muerte de las personas. No me detengo en nombres y detalles, 
salvo los de mayor interés sobre la competencia de los tribunales mexi­
canos para conocer de este caso.

2. El juez vigésimo tercero civil (ante el cual llegó la demanda de 
Mark Winston) dictó la primera resolución judicial habida en el 
caso (el día 13 de enero de 2011). El juez resolvió:

No se da trámite a la demanda que presentan, en razón, de 
que este órgano jurisdiccional carece de legal competencia 
para conocer y resolver respecto del presente juicio dado 
que la acción que se ejerce resulta ser de carácter personal, 
por lo cual el domicilio donde se debe de ejercerse a la 
misma es el que corresponda a la parte demandada.

Esto es, el juez, en esta primera instancia judicial, rechazó la demanda, 
argumentando que por tratarse de una acción personal ésta debió pre­
sentarse en el foro del domicilio del demandado. El tribunal dejó asentado 
que el domicilio del demandado se encuentra en Estados Unidos.

3. Una vez que la demanda íue rechazada, los actores presentaron 
una queja en contra del juez, la cual fue resuelta por la Séptima 
Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal el 7 de 
mayo de 2011. En esta segunda instancia, el tribunal resolvió 
que es infundado el recurso de queja. Para fundar esta resolu­
ción, el tribunal reiteró que se trata de una acción personal, cuyo 
juez debe ser el del domicilio del demandado. Los abogados del 
actor se equivocaron en la elección del foro competente.
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II. MI OPINIÓN Y COMENTARIOS

Hay varios comentarios que es necesario anotar sobre este caso, mismos 
que paso a enumerar y explicar. El punto central sobre el que giran 
estos comentarios está en determinar si el tribunal mexicano resolvió 
acorde a la ley mexicana, así como examinar las hipótesis posibles en 
que un tribunal mexicano pudiera conocer de un caso similar, como el 
que se me presenta.

1. La resolución de los tribunales mexicanos 

es correcta: está apegada a la ley mexicana

Aunque el documento que me enviaron parece voluminoso, no lo es, 
ya que hay documentos repetidos en varias ocasiones. En primer lugar, 
debo afirmar que las resoluciones judiciales mexicanas (las tres) se en­
cuentran apegadas a la ley mexicana. Paso a explicar enseguida.

Los tribunales mexicanos al resolver el asunto (Poder Judicial) invo­
caron (se fundaron en) el artículo 156, fracc. iv, del Código Civil para 
el Distrito Federal, que prescribe:

Artículo 156del CPCDF. Es juez competente [. ..]:
IV. El del domicilio del demandado, si se trata del ejercicio 
de una acción sobre bienes muebles, o de acciones perso­
nales o del estado civil.
Cuando sean varios los demandados y tuvieren diversos 
domicilios, será competente el juez que se encuentre en 
turno del domicilio que escoja el actor;...

En el caso llevado ante los tribunales mexicanos, se reclamó el pago 
de los daños ocasionados con motivo del desplome de un helicóptero, 
pero resulta que éstos se le imputan a un demandado cuyo domicilio se 
encuentra fuera de México.

Se trata, en efecto, de una acción personal. En estos casos, las leyes 
mexicanas prescriben que los tribunales competentes son los del do­
micilio del demandado, el cual no está en México. Esta fue la razón 
por la que el asunto fue rechazado. Ningún tribunal mexicano podría 
aceptar un asunto si el demandado tiene su domicilio fuera de México, 
esto es, si éste se encuentra fuera del foro o jurisdicción territorial del 
tribunal mexicano.

El foro domiciliar, como se le conoce por los doctrinarios, es el 
adoptado por la ley mexicana como el más importante en el caso de 
acciones personales.

México, incluso, es suscriptor de la Interamericana sobre Compe­
tencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las 
Sentencias Extranjeras. En este convenio se establece que:
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Art. 1, A: En materia de acciones personales de naturaleza 
patrimonial debe satisfacerse alguno de los siguientes su­
puestos, o lo previsto en la sección D de este artículo, si 
fuere del caso:
1. Que el demandado, al momento de entablarse la de­
manda haya tenido su domicilio o residencia habitual en el 
territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sen­
tencia si se tratare de personas físicas, o que haya tenido su 
establecimiento principal en dicho territorio en el caso de 
personas j urídicas;...

Lo que, de alguna manera, fija la postura política de México sobre el 
foro domiciliar.

2. Examen de diversas hipótesis según las cuales

un tribunal mexicano podría asumir competencia sobre el caso

A pesar de lo dicho, resulta de interés e importancia referirme a otras 
hipótesis en las que cabría la posibilidad de que algún otro tribunal 
mexicano, si se cumpliesen algunas condiciones, pudiese aceptar un 
caso como éste. Me referiré a las siguientes hipótesis:

a) Presentar el caso en Chihuahua, lugar donde ocurrió el accidente;
b) Presentar el caso ante un tribunal federal;
c) Resolver que en el extranjero puede producirse una denegación 

de justicia;
d) Reconocer un acuerdo de prórroga de competencia a favor de los 

tribunales mexicanos;
e) Resolver si México posee competencia exclusiva internacional 

sobre algunos asuntos.

Paso a explicar cada una de las hipótesis enunciadas en las siguientes 
líneas. -

a) Presentar el caso en Chihuahua, lugar donde ocurrió el accidente

El hecho que dio lugar al caso judicial ocurrió en Chihuahua, una 
entidad federativa autónoma que cuenta con sus propias leyes y su 
propio Poder Judicial. La hipótesis podría enunciarse diciendo que 
si el hecho generador del caso ocurrió en ese estado, deberían ser los 
tribunales chihuahuenses los competentes para conocer del caso (en 
principio, los tribunales chihuahuenses son competentes para resolver 
asuntos sobre responsabilidad civil). No obstante, mi respuesta es no. 
Los tribunales chihuahuenses no aceptarían ese caso, pues el deman­
dado no reside en Chihuahua.

n?
-Heurística
X X JURIDICA



















PERICIAL JURÍDICA SOBRE EL DERECHO MEXICANO ANTE UN TRIBUNAL DE ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

las condiciones se individualice), y otra, que el tribunal designado en 
el acuerdo de prórroga quede vinculado, que acepte el poder o compe­
tencia. Por ello, antes de admitirse la prórroga a favor de un tribunal 
mexicano, el tribunal debe revisar las condiciones o requisitos que el 
orden jurídico mexicano o los tratados prescriben.

No hay que olvidar que aceptar una prórroga o reencausamiento a 
un tribunal mexicano sólo sería admitido al amparo de una norma muy 
excepcional, por lo que se trata del caso de una aceptación restringida, y 
que habría que cumplirse con algunas condiciones. Si no se cumple con 
éstas, sería ilegal, no podría aceptarse la competencia o poder que unos 
particulares ofrecen; además, el tribunal mexicano podría resolver que 
los litigantes procuran un fraude a la ley extranjera o una vulneración 
al orden público del foro.

Un hecho relevante es que ya se resolvió (por un tribunal mexicano) 
que México no es competente, que no acepta resolver el caso. Ya no 
se trata de “adivinar” desde Estados Unidos si en México se aceptará 
la competencia, el hecho incontrovertible es que ya la rechazó; ya ni 
siquiera cabría una apelación.

En fin, no hay duda de que no podría admitir el caso, ni que más 
adelante lo pueda hacer.

e) ¿México posee competencia exclusiva internacional sobre algunos asuntos?

Una de las cuestiones que se me formulan consiste en saber si México es 
el único en el mundo que puede conocer de un asunto como el presen­
te. Para ubicar correctamente el problema, se trata de lo que se conoce 
como un asunto de competencia exclusiva internacional. Corresponde a 
la última hipótesis que examinaré.

En la competencia exclusiva internacional, excluyente, incondicio­
nal o reservada, se afirma que los tribunales de un Estado son los únicos, 
dentro de todos los que existan en el mundo, que poseen competencia di­
recta sobre ciertos asuntos específicos. ¿Tendrá México una competencia 
exclusiva para conocer del caso que se me cuestiona? Comenzaré mi 
explicación con un ejemplo.

Ejemplo: en Perú, la competencia sobre derechos reales situados en 
ese país compete exclusivamente a los tribunales del Estado 
peruano (art. 2058 Código Civil). Normalmente, el poder 
o competencia exclusiva es autoatribuido (cada Estado dice 
qué es lo que de poder le corresponde).

La afirmación de que un Estado posee competencia exclusiva inter­
nacional, puede provenir del derecho convencional internacional (si un 
tratado declara como exclusivo para un Estado un asunto específico), 
tratado que no existe entre Estados Unidos y México o puede provenir
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3. ¿Aplicación única y exclusiva de ley mexicana y competencia exclusivai

Me detengo con un comentario complementario a la llamada compe­
tencia exclusiva. Se relaciona con otro punto sobre el que se me cues­
tiona y que consiste en saber si algunas disposiciones de la Ley de Avia­
ción Civil de 1995 (reformada en 2013), sucesora de la Ley de Vías de 
Comunicación, tienen preeminencia o aplicabilidad como para que un 
asunto como el que se me consulta, tenga que ser llevado a los tribuna­
les mexicanos. Mi respuesta es no.

Se me ha proporcionado una declaración jurada, signada por el Lie. 
Ramiro Covarrubias, abogado en Veracruz (que dictaminó a favor de 
la empresa), y se me pide que exprese alguna opinión sobre sus afir­
maciones. Con el respeto debido a un abogado mexicano, expreso un 
desacuerdo con su opinión o punto de vista.

El Lie. Covarrubias se funda (principalmente) en que los artículos
4, 62 y 92 de la Ley de Aviación Civil (ley mexicana) rigen este caso. 
Para mejor entendimiento de la corte, transcribo las disposiciones 
mencionadas:

Art. 4. La navegación civil en el espacio aéreo sobre terri­
torio nacional se rige por lo previsto en esta Ley, por los 
tratados y, a falta de disposición expresa, se aplicará:
I. La Ley de Vías Generales de Comunicación;
II. La Ley General de Bienes Nacionales;
III. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y
IV. Los códigos de Comercio; Civil para el Distrito Fede­
ral en Materia Común y para toda la República en materia 
Federal; y Federal de Procedimientos Civiles.

Art. 62. Para los daños a pasajeros, el derecho a percibir 
indemnizaciones se sujetará a lo dispuesto por el artículo 
1915 del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 
Común y para toda la República en Materia Federal, salvo 
por lo que se refiere al monto que será el triple de lo pre­
visto en dicho artículo. Para la prelación en el pago de las 
indemnizaciones, se estará alo dispuesto en el artículo 501 
de la Ley Federal del Trabajo.
La indemnización por la destrucción o avería del equipaje 
de mano será de hasta cuarenta salarios mínimos. Por la pér­
dida o avería del equipaje facturado la indemnización será 
equivalente a la suma de setenta y cinco salarios mínimos.

“Art. 92. Las sanciones que se señalan en este capítulo se aplicarán sin 
perjuicio de la responsabilidad civil o penal que resulte, ni de la revo­
cación que proceda”.
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El art. 3 de la Ley de Aviación Civil mexicana (que también mencio­
na el Lie. Covarrubias), aparentemente podría interpretarse como una 
regla autoatributiva de una competencia exclusiva del Estado mexicano, 
lo que es incorrecto, como paso a explicar. Tal disposición prescribe:

Artículo 3. La explotación, uso o aprovechamiento del es­
pacio aéreo situado sobre el territorio nacional, es de juris­
dicción federal.
Corresponderá a los tribunales federales conocer de las 
controversias que se susciten con motivo de la aplicación 
de esta Ley, sin perjuicio de que las controversias que sur­
jan entre particulares se sometan a arbitraje, de conformi­
dad con las disposiciones aplicables.
Los hechos ocurridos y los actos realizados a bordo de 
una aeronave civil con matrícula mexicana, se sujetarán a 
las leyes y autoridades mexicanas; y los que ocurran o se 
realicen a bordo de una aeronave civil extranjera durante 
el vuelo de la misma sobre territorio nacional, se regirán 
por las leyes y autoridades del Estado de matrícula de la 
aeronave, sin perjuicio de lo establecido en los tratados. 
En el caso de comisión de delitos en aeronaves, se estará a 
lo dispuesto por el Código Penal para el Distrito Federal 
en Materia de Fuero Común y para toda la República en 
Materia de Fuero Federal.
Son aplicables a la navegación aérea civil las disposicio­
nes que, sobre nacimientos y defunciones a bordo de un 
buque con bandera mexicana, establece el Código Civil 
para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 
República en Materia Federal.

Se trata, en este caso, de una regla interna de atribución de competencia 
a los tribunales federales, que excluye a los estatales. Como dije, es una 
regla de competencia judicial exclusiva interna, no internacional. Este 
artículo ha de interpretarse en el sentido de que no es a las entidades 
federativas a quienes les competen estos asuntos, sino a los tribunales 
federales. Esta Ley de Aviación Civil no es una regla de competen­
cia exclusiva internacional, sino de atribución de competencia a los 
tribunales federales (una competencia judicial exclusiva interna). No 
discutiré aquí si los asuntos derivados de la responsabilidad civil son 
federales o si esta disposición es constitucional. Simplemente diré que 
en este artículo de la Ley de Navegación, se le atribuye competencia a 
los tribunales federales, excluyendo a los de las entidades feclerativas.

Ante la falta de precedentes judiciales específicos, referidos a esta parte 
de la ley, trataré de enfatizar lo que digo a partir de la explicación de uno 
de los más grandes privatistas mexicanos internacionales. Me refiero al
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